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			NOTA PRELIMINAR

			El presente libro ha tenido un largo, intenso y accidentado recorrido desde que Ricardo García Cárcel me tentara con la idea de escribirlo. Le estoy agradecido por la invitación y la confianza depositada. A Raúl García le quedo reconocido por la enorme comprensión que ha mostrado ante las sucesivas demoras en la entrega del original y la dimensión que finalmente este ha adquirido. 

			Cuando se pensó en incluir el título en la actual colección, el federalismo era en España un tema casi exclusivamente académico o pertenecía a reducidos cenáculos fuera de la política práctica. Era así a pesar de la existencia de una corriente intelectual que en la última década, desde la ciencia política, venía realizando exploraciones acerca de los llamados federalismos asimétricos, plurinacionales y fiscales, mientras otra corriente, generada en la historia del derecho comparado y el derecho constitucional, proclamaba ufana la asimilación del modelo autonómico español a un sistema federal que resolvía el puzle de la cuestión territorial. La dinámica política introducida en Cataluña y desde Cataluña en el resto de España en la segunda mitad de 2012, cuando irrumpió en la escena pública y se hizo patente la identificación de un significativo sector de la población catalana con la reclamación del «derecho a decidir», esto es, la celebración de una consulta popular sobre la opción a un Estado independiente o una asociación peculiar con España, ha conducido a un escenario nuevo. Ha sido entonces cuando se ha revitalizado el ideario federal entre quienes creen que una alternativa democrática y dialogada a la propuesta de secesión es siempre preferible a la confrontación bronca y a otras soluciones basadas en la negociación bilateral de un trato privilegiado, fuente probable de nuevas discordias. 

			El asunto federal quedaba lejos de la gran mayoría de la sociedad, incluidos no pocos políticos y profesionales de la comunicación, poniéndose de relieve no ya los diversos significados que daban al federalismo, sino la dificultad de establecer sus características y de conocer sus consecuencias, puesto que a menudo se confunden sus variantes actuales y las nociones de federación y de confederación. Nuestro libro, un estudio histórico cuya aspiración consiste en acercar al lector a las formas que ha revestido el federalismo, las ideas y los proyectos federales en algo más de los dos últimos siglos, fue planificado, comenzó a prepararse y a ser escrito antes que la actualidad volcara la atención sobre el tema. En cierta medida, significaba regresar a cuestiones de las que el autor se había ocupado a finales de los años ochenta y sobre las que ofrecimos resultados y algunas reflexiones en 1992 y 1995; encontramos también al respecto una nueva veta en los últimos tiempos, con nuevas posibilidades, al indagar en los orígenes de la política y el constitucionalismo español e iberoamericano. Pero sin duda, los acontecimientos del último año no han sido ajenos al desarrollo de una obra que crecía mientras también lo hacía el eco del debate público. He de agradecer a Javier Paniagua que haya compartido conmigo algunas de sus lecturas y preocupaciones, que han servido de estímulo en el desarrollo de nuestro trabajo. 

			En el otoño de 2012 realicé una estancia de estudio de dos meses en el Instituto de Historia Argentina y Americana «Dr. Emilio Ravignani», de la Universidad de Buenos Aires, estancia auspiciada por una ayuda de la Consejería de Educación y Cultura de la Generalitat Valenciana (Best/2012/026) en el marco de un semestre sabático concedido por la Universitat Jaume I. Dispuse de las condiciones para realizar cierto número de lecturas escogidas y pude beneficiarme del trato cotidiano, de las largas conversaciones sobre historia y de la amistad que me prodigó mi anfitrión, el profesor José Carlos Chiaramonte, perspicaz estudioso de la historia del federalismo. El presente reconocimiento no agota la deuda contraída.

			Por último, mas en primer lugar en el terreno de los afectos y de las innumerables soluciones diarias, mi gratitud vuelve a María Dolores, que vive las ausencias de la distancia y esas otras más incómodas de la proximidad en disputa de las horas por libros y papeles cuyos requerimientos parecen no terminar nunca. Su apoyo ha sido y es esencial.

		

	
		
			CAPÍTULO PRIMERO


			FEDERALISMO: LA CONVIVENCIA QUE SE CONCIERTA 

			La idea del federalismo parece que vague por los tiempos a la espera de hacerse útil a los arquitectos de los Estados y a los ingenieros sociales, en particular cuando deben afrontarse situaciones que demandan conciliar la autonomía de las partes diferenciadas, renuentes a desprenderse de atribuciones, y la fortaleza que proporciona la unión, sea para una promoción más eficiente de intereses compartidos, ante las ambiciones de terceros o con el fin de asegurar una mejor protección de los derechos de los sujetos asociados. El federalismo, en cuanto principio, pensamiento o ideología es algo distinto y bastante más que una determinada forma de organización del poder y de estructuración de los territorios que inspira. El Estado federal parte de una idea simple, de compleja realización: los acuerdos, los convenios, los pactos por los que se asocian una pluralidad de partes con reserva de la personalidad inicial proporciona beneficios a cada una de ellas que no podrían alcanzar por separado, de manera que se pueda conciliar el interés particular y un nuevo interés compartido que potencia las capacidades y fortalezas del conjunto. El contractualismo, en definitiva, se encuentra en los fundamentos del federalismo, aunque este va más lejos al diseñar fórmulas flexibles de asociación de individuos, organizaciones, territorios y naciones.

			Los politólogos y los constitucionalitas han registrado en el último tercio del siglo XX, en coincidencia con un resurgir de los debates sobre las cuestiones federales, una distinción entre «sistemas políticos federales» y «federaciones». Los primeros comprenden una extensa categoría de sistemas distintos del gobierno unitario que tienen en común la existencia de al menos dos niveles de gobierno que actúan de forma combinada, el gobierno compartido y el específico o regional. Una definición descriptiva tan amplia permite incluir en los sistemas federales categorías tan diferentes como la confederación, la federación, la «cuasi federación», las uniones descentralizadas constitucionalmente, el Estado asociado y el Estado libre asociado, las ligas, etc. Las federaciones, por el contrario, son una especie particular de estos sistemas, en las que el gobierno federal y los gobiernos de las unidades constituyentes gozan de poderes soberanos en sus respectivas instancias sin que estén subordinados unos a otros, conforme a un reparto constitucional de potestades que les permite actuar directamente sobre los ciudadanos que los han elegido, con una Constitución escrita cuya reforma exige una proporción significativa de unidades constituyentes, con un foro articulado de representación territorial, procedimientos de colaboración intergubernamental y un árbitro que regule las diferencias entre gobiernos (Elazar, 2011, 162-190; Watts, 2006, 105-106). 

			Las variantes mencionadas de «sistemas políticos federales» introducen una concepción tan generosamente laxa como imprecisa en un lenguaje jurídico-político que se caracteriza por todo lo contrario. Comprender en los sistemas federales a países de impronta tan unitaria como Italia, Colombia, China y Japón, a territorios insulares como Puerto Rico (una colonia autónoma, de acuerdo con el Comité de Descolonización de las Naciones Unidas, o «colonia por consentimiento», según la definición del nacionalismo boricua)1 y Madeira (una región autónoma), conceptuar la Unión Europea o el Benelux de confederaciones, en fin, establecer que España es fundamentalmente una federación que ha prescindido de su nombre, igual que ha hecho Sudáfrica (Elazar, 2011; Watts, 2006; Anderson, 2008; Blanco Valdés, 2012), dicho con el mayor respeto a las contribuciones llevadas a cabo por sus autores, no parece que ayude mucho a precisar los conceptos, y sin ese ejercicio es difícil avanzar en el análisis y la comprensión de los fenómenos políticos.

			Es cierto que en algunos Estados regionalizados, caso de España, las comunidades autónomas pueden tener mayor capacidad normativa reconocida y ejercer más competencias que ciertos estados en Estados federales. Pero una federación comprende también una serie de elementos que están ausentes en los países de descentralización regional, como la participación de las unidades territoriales en el gobierno general y cierta desjerarquización de la legislación común, a diferencia del abuso en los primeros de las leyes de base que condicionan numerosos aspectos del ámbito competencial perteneciente a las regiones. «Una simple distribución de funciones no es suficiente para constituir el federalismo. La distribución ha de estar hecha de una manera concreta», recordaba en 1940 el australiano Kenneth C. Wheare, gran estudioso del fenómeno, en un artículo clásico, «¿Qué es el gobierno federal?». No es un gobierno federal aquel en el que las partes están subordinadas al gobierno central ni se puede aplicar el nombre a un sistema en el que el gobierno de todo el territorio estuviera subordinado a los gobiernos de las partes que lo componen, caso este de las asociaciones o confederaciones. La federación exige una distribución de funciones tal que la asamblea legislativa que tiene competencias sobre todo el territorio —la federación— y las asambleas legislativas que tienen competencias sobre partes del territorio —los estados— «no es una relación de superior a subordinados [...] sino es la relación de socios coordinados en el proceso gubernamental». Esa distribución se hace de manera concreta en la asignación de funciones (Wheare, 2008, 53-56). Una federación no es tampoco cualquier tipo de unión de Estados, como el Imperio autrohúngaro o el Imperio alemán a partir de 1871, añade el mismo autor, y precisa lo siguiente: «Cuando el uso común difiere tanto, el académico ha de procurar no adoptar una definición demasiado rígida, pero tiene derecho a investigar si no es justificable un uso más restringido del término “gobierno federal”» (Wheare, 2008, 71).

			Llevar los sistemas federales al comienzo de los tiempos y considerar documentado por la Biblia que los primeros pactos en ese sentido fueron llevados a cabo por las tribus de Israel hace tres mil doscientos años como una continuidad del pacto de Dios con Israel, con Noé, Abraham y Moisés, y consistió en un perfeccionamiento de las prácticas de los amoritas que posibilitó crear una confederación y dotarse de una «monarquía constitucional» [sic], reafirmada por reiteradas alianzas tripartitas —rey, pueblo, Dios—, que toda tradición de pacto conocida proviene de la Biblia, ideas todas que propone Daniel J. Elazar (2011, 66-67 y 77-85), uno de los politólogos más respetados por la comunidad profesional por su labor pionera en el estudio comparado del federalismo, no dejaría de ser una gran humorada si no hubiera sido tomada en serio. La anécdota revela, sin embargo, la amplitud con la que se utiliza el concepto de federación, ilustra la facilidad con la que se categorizan y tipifican situaciones mal conocidas desde fuera —o solo apreciadas desde fuera, sin entrar en ellas, formalmente— y, en todo caso, demuestra lo alejado que se encuentran no pocos politólogos y constitucionalistas, expertos en sistemas comparados, de los estudios históricos, a menudo de las historias particulares de los casos de los que se ocupan y, por lo general, de la historia comparada.

			Como quiera que se observe, la experiencia federal es diversa porque eminentemente es una experiencia histórica. Nos remite a pactos y a normas jurídicas, inspira doctrinas de la filosofía política, se sirve de la teoría del Estado y es parte sustantiva de ella, alimenta modelos económicos ideales de crecimiento y distribución de la renta o niega esta última en nombre de la autonomía de las partes federadas. Pero por encima de abstracciones y de las múltiples tipologías de los Estados federales que lleguemos a establecer, la federación ha sido y es experiencia histórica: en ello radica el secreto de la pluralidad de sus propuestas y de sus resultados. 

			Nuestro libro recorre la historia de las experiencias históricas federales, de la Ilustración a nuestros días, los proyectos y las realidades, la historia sucinta de las experiencias más notorias y de las más próximas, con el propósito de desentrañar una noción polisémica y una propuesta de gobierno político con diversas variantes que sigue ofreciéndose como revisión y alternativa, entre otros, del actual ordenamiento constitucional español y como herramienta democrática de la construcción europea. Proponemos una exposición reflexiva del orden constitucional desde la explicación histórica que dé cuenta de los procesos constructivos, de las revisiones y de las estructuras añadidas conforme a un cúmulo de necesidades sucesivas, al estudio detenido de casos y según las experiencias vividas. Nos alejamos, por tanto, del método de los modelos teóricos de gobierno y de los ideales abstractos basados en principios que se reclaman superiores. El nacimiento de los Estados Unidos de América y las sucesivas instituciones de las que se dotaron, así como las prácticas políticas entre 1776 y 1832 constituyen la expresión más notable, diáfana y sistemática del moderno federalismo. «Esta Constitución —escribe en 1831 Alexis de Tocqueville—, que a primera vista tiende a confundirse con las constituciones federales que la han precedido, descansa, en efecto, sobre una teoría enteramente nueva que debe ser señalada como un gran descubrimiento de la ciencia política de nuestros días» (1989, I, 145). 
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			Alexis de Tocqueville (Théodore Chassériau, 1850).

			En efecto, históricamente, la federación moderna fue concebida en términos prácticos de gobierno en 1787. Se quiso entonces organizar la cooperación entre pequeñas repúblicas y hacerlas viables en el contexto internacional, poco después de formarse los Estados Unidos de América a finales del siglo XVIII y después de una corta y bastante accidentada experiencia confederal de once años, primero como pacto político-militar y después sobre bases constitucionales. El nuevo gobierno federal, después de su formación en febrero de 1789 no solo dictaba leyes con el consentimiento de los estados federados, sino que se encargaba de hacerlas ejecutar, no sobre los estados, sino sobre los ciudadanos, porque en lugar de dirigirse a pueblos, el gobierno federal se dirige directamente a los ciudadanos, a los gobernados, prosigue Tocqueville. Nunca antes había sido intentado con éxito. Ocho años después, en 1795, en el contexto de una brevísima tregua en el estado de guerra permanente que asolaba Europa, en el extremo oriental de los dominios prusianos, el filósofo Immanuel Kant enunció los principios de acuerdo entre naciones que debían asegurar la paz perpetua y la resolución de los conflictos mediante el diálogo por medio de una alianza, que al estilo de los antiguos denominó federación. 

			La federación, la palabra, la noción, es referencia antigua, voz latina. El concepto, tal y como hoy lo conocemos, es práctica moderna: nació por los mismos años que el principio anticolonial asociado al gobierno de los pueblos y en que lo hacía el régimen representativo, en una época iluminada por la racionalidad de la Ilustración que confía al entendimiento humano cuestiones antes reservadas a la fuerza. Por ello, desde su nacimiento y por espacio de siglo y medio, el espíritu federal estuvo unido en quienes se consideraron tocados por él a la defensa y conservación de las libertades de los individuos y de los pueblos, a la preservación de las diferencias en lugar de forzar homogeneidades no deseadas, a la capacidad reforzada de obrar en común, a la voluntad de eliminar motivos de confrontación al establecer alianzas y vínculos comunes. 

			No falta quien en nuestros días comprende el federalismo en el arsenal de los valores del liberalismo democrático al auspiciar un mecanismo de relación que resultaría consecuente con los principios de tolerancia y de protección de derechos, entre estos los derechos de colectivos humanos que por historia, lengua o cultura son diferentes y, en su caso, el menos frecuente, conforman una minoría cultural territorialmente definida que se ve a sí misma —y tal vez por otros— como nación y que habría sido postergada en el contexto de la formación histórica del Estado-nación. El federalismo se ofrece también aquí como una opción razonable para articular en un Estado común una realidad plurinacional. Pero como la experiencia de los Estados federales y los Estados regionalizados plurinacionales (Canadá, Bélgica, Gran Bretaña, España), en opinión de sectores políticos e intelectuales de las naciones minoritarias, no parece haber proporcionado el reconocimiento jurídico y constitucional acorde con la pretensión de reconocimiento simbólico, de autogobierno y de acceso a las relaciones exteriores apetecibles, desde esos mismos sectores a los que nos referimos se ha propuesto un federalismo asimétrico, especie de nuevo tipo (e inédito en el panorama internacional) destinado a garantizar la pluralidad de valores y evitar la «tiranía de la mayoría» cuando el número de colectividades nacionales es inferior al de unidades federadas. Y con preferencia sobre el anterior, la plurinacionalidad se protegería mejor en una confederación, que además de establecer reglas claras de participación (y de veto de las minorías) en el gobierno compartido de la federación, contemple cláusulas potenciales de secesión nacional, puesto que ambos aspectos, supuestamente, facilitarían el desarrollo de un «federalismo de la confianza» o minimizarían el «federalismo de la desconfianza» (Requejo, 2007, 95-109). Veremos más adelante que teorías semejantes, referidas menos a comunidades nacionales que a sociedades peculiares, fueron sostenidas por defensores del soberanismo estatadista precursor del secesionismo de los Estados Unidos y reproducidas en la justificación que el presidente de los Estados Confederados, Jefferson Davis, ofreció de la separación de la Unión, y también por teóricos del pacto soberano abstracto, escindido de sus consecuencias morales, como Pierre-Joseph Proudhon. 

			Federalismo y confederación son nociones de significado diverso y comportan resultados distintos en términos políticos y hasta de sujeto jurídico internacional. Sin embargo, son nociones que se emplean a menudo de forma indistinta en el lenguaje común, frecuentemente se mencionaron en el pasado las unas por las otras antes de hacerse más precisa la designación. A pesar de que en el siglo XIX desaparecieron todas las confederaciones para dejar paso a Estados federales, y fueron concebidas a posteriori como fases intermedias en procesos de integración o de disolución de entidades políticas, todavía algunos creen posible resucitarlas. Como si se tratara del bálsamo de Fierabrás, del que a decir del caballero de la triste figura bastaba una sola gota para sanar y protegerse de la muerte, en la España de 2013 no faltan quienes, descubierta la existencia de la redoma sanadora, se apresten como Sancho a trocar la ínsula prometida u otras incertidumbres presentes por la fórmula secreta con la seguridad de alcanzar en el trueque beneficios ciertos y más crecidos. 

			EL BÁLSAMO Y LA REDOMA


			El debate federal se ha introducido en la opinión pública española después de una larga ausencia, y lo ha hecho con presencia muy dispar. Resuena en unos pocos federalistas «de toda la vida» que no dan crédito a su renacimiento, lo reivindica la izquierda minoritaria después de reintroducir a finales de los noventa en su programa un horizonte republicano, cobra vigor entre los socialistas catalanes, que formalmente habían mantenido viva su llama durante las últimas décadas, y es la cuestión del día del Partido Socialista Obrero Español (PSOE), uno de los dos partidos de gobierno del sistema político nacional, y del centrismo posideológico emergente. Los dirigentes socialistas (con destacadas excepciones) y los del centrismo posideológico han cedido a una conversión casi fulminante. Igual ha sucedido en determinados medios de comunicación y en sectores de la intelectualidad ante la amenaza fehaciente de una secesión de Cataluña, alentada por los nacionalistas que reclaman un «Estado propio» en Europa, una vez que consideran fracasada la posibilidad de disponer de un verdadero régimen especial o de una asimetría federal. 

			Enfrente se sitúan quienes asisten incrédulos por igual al movimiento centrífugo catalán y a la repentina solicitud de una amplia reforma constitucional cuyo alcance y beneficios no terminan de ser explicitados de forma convincente. Todavía es una cuestión de élites políticas e intelectuales que no ha permeado suficientemente en los respectivos afiliados y mucho menos en la sociedad civil, en su mayor parte atrapada por las consecuencias de la mayor crisis económica de la posguerra y con opiniones adquiridas a toda prisa, prestadas de líderes y medios, sin conocimiento específico ni particular meditación. 

			Recelan del federalismo los representantes de las comunidades autónomas de todos los colores, la nueva clase política intermedia auspiciada por el autonomismo, ante la sospecha de que al final de ese proceso puede estar una reducción de la aportación tributaria de cierto número de territorios a la Hacienda española y, en consecuencia, un recorte de las transferencias financieras que el Estado aporta a las comunidades. Recelan de que el sistema avance hacia un tipo de asimetría de potestades, con un régimen especial para Cataluña semejante al que disfrutan el País Vasco y Navarra por disposición constitucional desde 1978, que reconoce a estas comunidades una Hacienda foral separada de la nacional y un concierto económico que fija por un periodo plurianual la contribución de cada una a los gastos del Estado general. 

			Los neofederalistas, a la vez que exponen sus ideas, las acompañan a cada paso de una precisión, de unos límites muy acotados sobre lo que no debe quedar comprendido en las futuras potestades de cada estado: se dicen dispuestos a crear un Estado federal y se apresuran a señalar lo que en uso de sus atribuciones no podrán hacer o legislar las entidades federadas en el desarrollo de su gobierno interior. Hablan de federar y adoptan en ocasiones la actitud centralizadora de los llamados «federalistas» que en 1787 liquidaron la confederación de los Estados Unidos y en los años posteriores recortaron aún más las competencias de los estados en aras de equilibrar los poderes y dotar al gobierno federal de suficiente potestad, cuando la situación española sería bastante diferente, con un Estado descentralizado regional, en su caso, en fase de federalizarse. Llenos de prevenciones, reclaman un federalismo cooperativo en oposición a un federalismo dual que consideran trasnochado, presentando el primero ordenado, económico y libre de conflictos, con evidente omisión del federalismo comparado.

			Están, para terminar, mas no en último lugar, quienes defienden un Estado unitario a toda costa, de acuerdo con sus convicciones, consustancial de la nación española —el «ser» de España, tan caro al pensamiento tradicional de la derecha y los regeneracionismos—; los que consideran determinante e irreversible el peso de la historia en los tres siglos recientes; quienes apelan a la olvidada y tergiversada experiencia de la república de 1873. Están los integristas, para quienes cualquier descentralización favorece la disgregación nacional (en 1935, antes roja que rota, Calvo Sotelo —líder de la extrema derecha civil— dixit). Los unitarios moderados se consideran cómodos en el Estado descentralizado de las autonomías, factor de convivencia y de progreso durante varias décadas, afirman, y la desconfianza hacia el federalismo incrementa su unitarismo. La última contribución a la concepción unitaria ha llegado de quienes se miran en el ejemplo del constitucionalismo cívico e insisten en crear una ciudadanía que siendo igual en derechos, obligaciones y percepción de servicios, traducen lo primero en un régimen fiscal uniforme, niegan la facultad de establecer en un territorio determinado una lengua oficial y prevalente distinta del castellano-español, e identifican la igualdad con percepción idéntica de servicios básicos por cada ciudadano al margen de su lugar de residencia, llevando a cabo una peculiar adaptación de la opinión expresada por el filósofo Fernando Savater sobre el carácter universal de los derechos —«el derecho a la diversidad no quiere decir una diversidad de derechos» (2002, 198)— que creen posible preferiblemente en un régimen centralizado al estilo francés o con un sistema donde el gobierno general conserve atribuciones decisivas en la asignación de inversiones directas y en la prestación de servicios fundamentales.

			El federalismo, a pesar de lo expuesto, es planta conocida en España, planta añeja. Su discusión es tan antigua como el sistema parlamentario, inaugurado en 1810, y aún resulta anterior a este. Nos ocuparemos de ello más adelante. Retengamos que el unitarismo y el integrismo nacional han predominado de forma abrumadora en la historia de España. Puede sostenerse que han modelado el sistema político en la época contemporánea: desde el nacimiento del constitucionalismo en 1812 a su derogación por la fuerza en 1923 para instaurar una dictadura militar-civil con respaldo de la Corona (1923-1931), no menos integrista y más centralizadora que los regímenes anteriores. En tan largo periodo hubo una breve excepción, en 1873, cuando las Cortes Constituyentes elegidas por sufragio general masculino proclamaron la República Federal. En la vida azarosa de ese régimen no llegó a aprobase la Constitución ni se formaron gobiernos federados legales, sino mediante la insurrección combatida con las armas por el Poder Ejecutivo federal. El integrismo nacional y la centralización más absoluta se impusieron de forma violenta en 1936-1939, por espacio de cuatro décadas. 

			Durante la Segunda República (1931-1939) rigió un Estado integral, esto es, un Estado unitario que no reconocía otra fuente de soberanía que la emanada del pueblo español en su conjunto, a la vez que admitía la aprobación de regímenes autónomos especiales para los territorios que tuvieran determinadas características y lo solicitaran a través de sus representantes electos. En 1978 la Constitución democrática española adoptó un principio semejante, o el mismo, en palabras de uno de sus redactores en representación de la Unión de Centro Democrático, Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón. En el debate constitucional apenas unas pocas voces de grupos muy minoritarios se alzaron en defensa del federalismo. A continuación, el federalismo desaparecía de cualquier horizonte político que no fuera el de grupos marginales al sistema parlamentario. Solo en el Partit dels Socialistes de Catalunya, una organización federada al PSOE, se mantuvo la aspiración federalista, más como una reminiscencia del ideario de alguno de los grupos que estaban en su origen y como materia de seminarios que por bandera de su programa. Solo alguno de sus dirigentes abogó de forma coherente por la federalización del Estado. El ejemplo más notorio de quienes apuntaron en esa dirección fue el alcalde de Barcelona —después presidente de la Generalitat— Pasqual Maragall, quien en 1992 propuso el traslado de la sede del Senado a la Ciudad Condal, en el sentido de reconocer la diversidad de España, sin llegar a solicitar una reforma constitucional ni concretar mucho más esas vagas propuestas. 

			La idea federal no tuvo prisa en resurgir. Después del giro dado por Julio Anguita al Partido Comunista de España (PCE) en los años noventa, revisando su papel y los compromisos adquiridos durante la Transición, en 1997 reclamó para este la defensa de la república federal2. Sin embargo, el énfasis en uno y otro punto llegaría a ser muy desigual, incluso después de la «eclosión» federalista habida en España a partir de 2012: las etiquetas de la página web de Izquierda Unida recogen noventa y una entradas en «república» por un documento y seis noticias en «federalismo»3.

			La Constitución dio nacimiento en España al Estado de las Autonomías, formado por nacionalidades y regiones, según se reconoce en el texto después de afirmar que la nación española es la patria común e indivisible de los españoles. Treinta y cinco años después, el debate sobre las ventajas e inconvenientes del federalismo continúa presente en la sociedad española y cobra relevancia ante cuestiones como la eficacia de las administraciones autónomas y su financiación, las políticas fiscales, los límites de la descentralización, la igualdad o la divergencia en la percepción de prestaciones asociadas al bienestar y los retos del secesionismo catalán y vasco. Pero también en los países federales los debates sobre distribución de atribuciones entre el gobierno central y los estados, sobre el excesivo poder del gobierno federal y a propósito de la financiación de los territorios, en particular cuando existen regulaciones compensatorias interterritoriales, son habituales y recurrentes. 

			... Y, de repente, todos hablaron de federalismo: a partir de 2003 la Generalitat de Cataluña estuvo gobernada por vez primera por un socialista federalista, Maragall, que lo hacía en coalición con el centro-izquierda nacionalista y los ecosocialistas; desde 2004 estuvo al frente del gobierno español el socialista José Luis Rodríguez Zapatero, quien hizo de la «España plural» una divisa de su gabinete4. Zapatero había prometido en la campaña electoral al Parlament catalán de 2003 aprobar, si llegaba a gobernar España, el texto del Estatut reformado que elaboraran los representantes de Cataluña sin introducir modificaciones, la petición que Lluís Companys quiso dotar de rango constitucional en 1931 y que entonces, como en 1978, fue rechazada con firmeza5. Tampoco Rodríguez Zapatero pudo cumplir su compromiso en 2006 y hubo de pactar condiciones —que fueran aceptables para su partido, dijo— no con el president de la Generalitat o el PSC, sino con Artur Mas, el líder de la oposición catalanista, el sector que más rédito podía obtener de un fracaso de la reforma. 

			El Estatuto reformado definía a Cataluña como una nación, consideraba la lengua catalana preferente en las administraciones públicas, los medios de comunicación y la enseñanza, posibilitaba el desarrollo del derecho civil, extendía la potestad legislativa, ejecutiva y reglamentaria de la Generalitat, creaba un Consejo de Justicia que asumía en Cataluña la función de la regulación jurisdiccional que ejerce el Consejo General del Poder Judicial en España, trataba de limitar los mecanismos de nivelación y solidaridad interterritoriales a la exigencia de esfuerzos fiscales semejantes y teniendo en cuenta las necesidades de gasto y capacidad fiscal, contemplaba la legislación sobre tributos locales y la cesión de impuestos, entre otros aspectos que en 2010 el Tribunal Constitucional (TC) declaró contrarios a la carta magna. El TC también excluyó toda mención del derecho al autogobierno catalán que no naciera de la Constitución de 1978 y su aprobación por los representantes de la nación española, única e indivisible, frente a la pretensión de hacer derivar la institución autonómica de «derechos históricos», de la existencia de condiciones jurídicas preconstitucionales («sus instituciones seculares y la tradición jurídica catalana»), como los fueros vasco y navarro, y de una soberanía anterior sobre cuya pérdida nada se indica pero que habría dejado un derecho nacional subsistente (BOE, 20 de julio de 2006 y 16 de julio de 2010). 

			Muchas de esas competencias y potestades declaradas inconstitucionales están reconocidas a los estados en algunas de las variantes de los Estados federales. ¿Era el federalismo un horizonte plausible, aun sin hacer mención del concepto? En ese caso, la vía del régimen especial autonómico, ¿permitía ahondar en la asimetría de un Estado perfectamente asimétrico desde el momento en que existen dos autonomías de régimen foral y quince de régimen general? Una disposición adicional del Estatut, no objetada por el TC, garantizaba la inversión del Estado en Cataluña en infraestructuras, al margen del Fondo de Compensación Interterritorial, hasta equiparar «la participación relativa del producto interior bruto de Cataluña con relación al producto interior bruto del Estado para un periodo de siete años», esto es, una compensación por el desfase entre aportación de recursos por los catalanes a la Hacienda española a través de impuestos y lo que se recibía en transferencias, gasto e inversiones, el desfase que llevaba a perder la «ordinalidad», el puesto que una comunidad ocupa en renta per cápita antes y después de contribuir a los mecanismos de nivelación y solidaridad. El «déficit fiscal», la diferencia entre aportaciones de naturaleza impositiva y retornos, ocasionaría una balanza fiscal permanentemente desequilibrada que restaba a Cataluña capacidad económica y mermaba su renta per cápita. El argumento llevaba tiempo instalado en el discurso de Esquerra Republicana de Catalunya como complemento pragmático de la razón identitaria y comenzó a permear en la sociedad antes de la crisis económica iniciada en 2008. Los técnicos comenzaron a hablar de la necesidad de un federalismo fiscal en el que se abogaba por poner límite a la nivelación y a la solidaridad interterritorial; otros se inclinaban por establecer un mecanismo de negociación bilateral, sacándolo de los foros multilaterales, es decir, lo opuesto a un planteamiento federativo.

			En el estudio de los problemas, ya que no en las políticas, en 2004 la Administración de Maragall dio un giro al Institut d’Estudis Autonòmics (IEA), un organismo dependiente de la Conselleria de Relacions Institucionals que estaba en manos de Joan Saura, veterano dirigente de Iniciativa per Catalunya Verds y uno de los primeros líderes políticos catalán en hablar de «federalismo asimétrico». Al frente del IEA se nombró a Carles Viver Pi-Sunyer, catedrático de Derecho Constitucional y magistrado del Tribunal Constitucional entre 1992 y 2011 a propuesta de la minoría nacionalista Convergencia i Unió. Carles Viver se convirtió en un activo asesor técnico en la elaboración del Estatut de 2006. El IEA promovió desde entonces la realización de seminarios y la publicación de estudios sobre política económica y fiscal en sistemas federales, federalismo judicial, Estado compuesto, relaciones intergubernamentales, federalismo comparado, reformas federales en Alemania o Canadá; editó a clásicos del federalismo, de Madison y Proudhon a Calhoun y Almirall, formando una excelente biblioteca especializada. Desde 2005, el IEA edita la Revista d’Estudis Autonòmics i Federals y se ha vinculado con el Forum of Federations, con sede en Ottawa, la principal organización internacional no gubernamental dedicada al intercambio de ideas y experiencias sobre federalismo. Nada de todo esto pareció trascender al resto de España, al margen de los círculos académicos que encontraban en los estudios sobre la organización del Estado un campo erudito de especialización y una línea de desarrollo curricular. Tampoco parece que hubiera creado una corriente de simpatía entre los ciudadanos catalanes hacia este sistema de ideas. En mayo de 2013, en Cataluña el número de defensores de la independencia era la opción predilecta (33,7 por 100), seguida de la autonomía (29,4 por 100); y el federalismo ocupaba solo, a distancia, el tercer lugar (21,4 por 100) (CIS, Barómetro autonómico III, septiembre-octubre de 2012).

			Declarado el Estatut parcialmente inconstitucional en junio de 2010, derrotados en las urnas en diciembre los partidos que lo habían promovido, la corriente federalista comienza a conocer deslizamientos. Es sintomática al respecto la evolución personal de Viver Pi-Sunyer, a quien antes nos hemos referido: de constitucionalista autonomista en los años noventa y federalista en la primera década del siglo XXI, en 2011 permanece al frente del IEA con los nacionalistas y en 2013 es designado para presidir el Consell Assessor per a la Transició Nacional, un órgano asesor oficial al que la Generalitat encomienda identificar las alternativas jurídicas y las estructuras estratégicas que conduzcan a dotar a la nación catalana de las instituciones propias de un sujeto de personalidad jurídica, esto es, evaluar las condiciones de un proceso de independencia. 

			La multitudinaria manifestación del 11 de septiembre de 2012 en Barcelona por «el derecho a decidir» abrió una brecha directa en el sistema. Esta deriva y el incremento del número de votos de los partidos declarados a favor de la secesión activó la demanda de federalismo en Cataluña y en el resto de España. El Partido Socialista, lentamente, comenzó a estudiar el problema y a inclinarse por una solución federal. Igual ha sucedido con otros partidos minoritarios de izquierda y de centro, en medio de la indiferencia o el rechazo de los grupos nacionalistas parlamentarios más importantes (CiU, PNV, ERC, Amaiur)6, ajenos a una reforma federal. En septiembre de 2013 se presentaba la asociación Federalistes d’Esquerres, impulsada por intelectuales catalanes. Sobre esta reacción tímida, tardía y contradictoria muchas veces, recae la sospecha de la conversión de conveniencia, poco sincera, de una actitud reactiva que aspira a hacer unos cuantos cambios formales, reformar el Senado y crear un sistema de financiación territorial que satisfaga la aspiración del catalanismo, esto es, que sea suficiente y reduzca la solidaridad interterritorial forzosa que ahora prevalece y termina administrando el gobierno central. 

			Todo comenzó a cambiar en 2010, después de la sentencia del Tribunal Constitucional que revocó el preámbulo y catorce artículos del estatuto catalán de 2006. Antes de la primera fecha el federalismo seguía siendo una especie de otra época o muy minoritaria. En las elecciones generales de 2008, en pleno auge de «la España plural» auspiciada por el gobierno de la nación y al calor de la reforma de los estatutos de autonomía, los partidos con alguna sensibilidad hacia el federalismo reunieron en torno al 7 por 100 de los sufragios, votos muy fragmentados, y tuvieron el 3 por 100 de representación en el Congreso de los Diputados. Con el revés del TC y con el trasfondo de la terrible crisis económica que llevaba a adoptar drásticos ajustes presupuestarios se iba a asistir a un cambio en la situación en una doble dirección: en Cataluña puede hablarse de crisis constitucional y desafección tanto respecto del modelo de 1978 como del vínculo con España, mientras en la mayor parte de España, coincidiendo con los recortes de servicios y subsidios proporcionados por los gobiernos autónomos, el Estado autonómico perdía simpatías a favor de una recentralización de resultados inciertos: en el conjunto de España, a comienzos de 2013, el 37 por 100 de la población prefería menos autonomía o un Estado único sin autonomías, mientras que el 43 por 100 se pronunciaba a favor del sistema vigente o de promover más autonomía (CIS, Barómetro de mayo de 2013). Es cierto que retrocede la preferencia por las autonomías pero también lo es que la demanda de mayor descentralización, unida a quienes no quieren volver al centralismo, sientan las bases de una posibilidad federal, deseable en la perspectiva de más autogobierno y aceptable para quienes creen que deben establecerse los límites de los regímenes especiales. Un estudio de la consultoría Mestroscopia realizado en octubre de 2013 situaba en el 42 por 100 el porcentaje de españoles que deseaba más descentralización, incluida la posibilidad de reconocer la independencia de las comunidades. Las cifras de los estudios de opinión son muy sufridas en temas como el que nos ocupa, sin embargo, si comparamos estos datos con los de un estudio anterior, dieciocho meses atrás, estas opciones no solo han incrementado su respaldo en ocho puntos, sino que la respuesta que más crece, hasta duplicarse con el 21 por 100 de las respuestas, es la que prefiere un Estado federal (El País, 7 de octubre de 2013). Merece la pena traer aquí las palabras de Víctor Balaguer, prócer del liberalismo templado de la segunda mitad del siglo XIX, escritor del movimiento de la Renaixença, monárquico, ministro de Amadeo I, de la República unitaria de 1874 y en la Regencia de María Cristina: «la centralización [...] es la muerte política de España» (Balaguer, 1860, 12). 

			Al desagregar las opiniones del estudio del CIS por territorios, se asiste a una considerable disfunción que tal vez sea solo coyuntural pero que introduce de momento una quiebra en el modelo territorial de España: la opción de reducir o suprimir el autogobierno regional era mayoritaria en Madrid (57,5 por 100), Comunidad Valenciana (56 por 100), Castilla y León y Castilla-La Mancha (55 por 100) y Murcia (51 por 100) (CIS, Barómetro de mayo de 2013). La segunda fractura es de corte ideológico. El estudio de opinión de Metroscopia, antes mencionado, refleja la gran división en este punto entre los electores de los dos partidos mayoritarios del sistema político actual: mientras que el federalismo es la opción preferida por los votantes del PSOE (34 por 100) y llega al 47 por 100 si se une el deseo de más autonomía, el federalismo apenas recoge la preferencia del 8 por 100 del votante del conservador Partido Popular, que se inclina de forma mayoritaria por un gobierno central sin autonomías (44 por 100), seguido de dejar las cosas como están (33 por 100), lo que supone que un 77 por 100 rechaza una descentralización mayor de la actual. Entre tanto, el barómetro del Centre d’Estudis de Opinió, de la Generalitat catalana, ofrecía para Cataluña una radiografía muy distinta: el 47 por 100 afirmaba preferir un Estado propio, el 21,2 por 100 pertenecer a una España federal, el 22,8 por 100 conservar la actual autonomía. Preguntados por una hipotética consulta en referéndum, el 55,6 por 100 contestaba que votaría por la independencia, y la cifra llegaba al 70 por 100 de los que manifiestan que acudirían a votar (CEO, Baròmetre d’opinió política, junio de 2013). 

			El federalismo, de una u otra forma, se ha convertido en España en la cuestión del día, como en los años ochenta había pasado a serlo en Canadá y en los noventa en Italia, y como desde finales de los sesenta ha regresado, de otro modo, a la política de los Estados Unidos.

			Canadá ha sido un caso muy peculiar en el constitucionalismo moderno hasta fecha reciente. La federación canadiense no contó hasta 1982 con una declaración de derechos, ni tan siquiera un texto refundido con las leyes constitucionales, lo que se llevó a cabo ese año coincidiendo con la repatriación de la Constitución depositada en el Parlamento de Westminster. La formación del país era reciente, de 1867, y su estatus federal no ocultaba el carácter centralizado de su gobierno principal, que iba ganando autonomía respecto a Londres sin cederla a las provincias, cuyo número no dejó de crecer de las tres constitutivas hasta la incorporación en 1949 de Terranova y Labrador, después de votar el abandono de la condición de dominio británico para integrarse en Canadá. 

			El incremento de la influencia desde los años sesenta del movimiento nacionalista en la provincia francófona de Quebec, la única de las diez en la que es mayoría la población de habla francesa, ha ido creando un cuestionamiento de la estructura federal. El nacionalismo quebequense reclama el reconocimiento de Quebec como una «sociedad diferente» y competencias exclusivas en la legislación sobre asuntos lingüísticos y determinados aspectos de la legislación civil, y ser tenidos en cuenta al fijar la política migratoria, la forma de gestionar las compensaciones financieras o de reparar el desequilibrio fiscal. En 1980 y 1995 el gobierno provincial en manos nacionalistas celebró consultas a la población sobre el estatus que deseaban. El nacionalismo evitó demandar la independencia de forma directa: durante años creó un discurso en el que sostenía el soberanismo del pueblo quebequense, convertido en sujeto decisorio al margen de la Constitución y de los restantes ciudadanos canadienses, e invitaba a pronunciarse sobre la confirmación de la soberanía y la posterior asociación con Canadá en igualdad de condiciones, a fin de evitar la ruptura de los lazos económicos y de algún otro tipo, consultas que carecían de valor legal en la medida en que el gobierno federal y las restantes provincias no se consideraban comprometidos por el resultado. En 1995 los quebequenses fueron llamados a contestar la siguiente pregunta: «¿Está usted de acuerdo en que Quebec debería convertirse en soberano después de haber hecho una oferta formal a Canadá para una nueva asociación económica y política en el ámbito de aplicación del proyecto de ley sobre el futuro de Quebec y del acuerdo firmado el 12 de junio de 1995?».

			El caso quebequense introduce la cuestión de la coexistencia en una federación de dos identidades nacionales, un mayoritaria en el conjunto de la federación y otra mayoritaria en una de las provincias, la segunda dispuesta a mantenerse dentro de la federación solo mediante un acuerdo que implique una asimetría, una distribución de poder político y fiscal —no solo administrativo y cultural— que evita llamar confederación y que hasta la fecha ha merecido el rechazo del gobierno federal y de las restantes provincias. 

			El caso quebequense ha convertido a Canadá en uno de los principales países productores de pensamiento, historia y ensayos sobre federalismo, con soluciones unas veces originales y a menudo propias del arbitrismo antes que de la ciencia política. La presentación de los objetivos de la independencia de Quebec a través del soberanismo y en razón de ese presupuesto, del derecho a la autodeterminación como derecho a decidir, ejercería una gran influencia desde los últimos años del siglo XX en los nacionalismos vasco, catalán y escocés. 

			La opción federal resurgió en Italia en los años noventa del siglo XX, más de un siglo después de entrar en letargo tras fracasar en su pretensión de unificar a la nación. Sus principales impulsores, no los mejor informados, fueron quienes sostuvieron también la secesión del norte, que llamaban Padania, de manera explícita entre 1996 y 1999. Su primer proyecto de Constitución federal, presentado en 1994 a la asamblea del partido, confundía los conceptos de estado federado y de Estado federal. Aunque la Lega Nord obtenía resultados que iban del 25 al 50 por 100 de los votos en su zona de actuación, en el conjunto del país representaban sobre el 8 por 100. Fuera de este grupo, que despertaba resistencias en todos los demás —entre otras razones por su ideología xenófoba y ultraderechista—, se advertía una demanda de la ciudadanía y de las fuerzas productivas que reclamaban el federalismo pero parecían solicitar una autonomía efectiva local y regional, todavía no desarrolladas, y situaban las reformas en un proceso de regeneración política y de simplificación institucional. La evolución de los acontecimientos ha terminado por confirmar las sospechas de quienes ponían en duda la existencia de una verdadera voluntad de los actores políticos de avanzar en la dirección federal y ser consecuentes con las reformas que implicaban (Balducci y Colinet, 1998, 85-86; Vassallo, 1998, 118-119). En junio de 2013 el gobierno italiano anunciaba que daba por concluido el ensayo de descentralización hacendística prevista en la reforma constitucional de 2001, calificado de forma exagerada de federalismo fiscal, y llamaba a reforzar el poder central en una etapa de austeridad.

			Los Estados Unidos han sido escenario recurrente desde los años setenta de un debate sobre el alcance y funcionamiento del federalismo. El desarrollo señaladamente desigual de las funciones y aparatos gubernamentales, en el que las nuevas competencias y funciones originadas en una sociedad moderna recaían en exclusiva en la Administración federal, en gran medida reforzado por su gigantesca capacidad presupuestaria, despierta dos tipos de rechazo, de quienes desean el reforzamiento de la autoridad de los estados federados y de quienes reclaman reducir el tamaño de la Administración federal alegando su elevado coste, el nivel de impuestos que exige su mantenimiento, el nivel excesivo de deuda pública o la invasión de la esfera de la individualidad. Del rechazo participan sectores muy diversos entre sí, desde elementos nihilistas a los liberales-libertarios y los doctrinarios ultraconservadores del Tea Party y, en general, los republicanos que reclaman un adelgazamiento del Estado federal con la excepción del gasto militar y de seguridad nacional, el apartado más costoso del gobierno federal. 

			A QUÉ LLAMAMOS FEDERALISMO


			El federalismo responde a un modelo histórico de organización del Estado que distribuye y articula el poder mediante dos niveles de participación y adopción de decisiones, el gobierno general y el gobierno de los territorios que integran una nación y, en ciertas ocasiones, una entidad plurinacional. 

			El significado del concepto federalismo y su contenido específico, el modo de hacer las cosas que lleva a relacionar las entidades federadas entre sí y cada una de ellas con la instancia común de autoridad, el grado de las funciones que son reservadas a cada nivel, han conocido cambios en el transcurso de la historia. La diversidad de las situaciones a las que el federalismo debe su existencia práctica ha proporcionado un elevado número de tipologías. La tentación de afirmar la singularidad de todo federalismo, no obstante, confunde la originalidad de algún aspecto con la naturaleza sustantiva de una forma de Estado que en sus manifestaciones históricas pueden ser reducidas a un corto número de modelos. Las primeras distinciones que saltan a la vista son las que separan el federalismo antiguo del moderno y la que circunscribe el federalismo a una mecánica de engranaje territorial, en ocasiones para garantizar derechos de las comunidades históricamente diferenciadas, distinta de aquella otra, particularmente potente en el primer siglo del federalismo moderno, que lo asocia a la protección de los derechos del individuo y al afianzamiento de la libertad y la participación democrática. 

			Los adjetivos antiguo y moderno de los que nos servimos no encierran juicios de valor encaminados a transmitir al lector la idea de una modalidad arcaica que ha quedado obsoleta y es reem- plazada por otra que reúne cualidades ajustadas a los nuevos tiempos. Se trata de una constatación histórica: los federalismos de tipo antiguo, limitados en su alcance y reconocidos con la noción de confederación, dejaron de constituirse en el último tercio del siglo XIX y desaparecieron donde se encontraban establecidos. La nueva Constitución suiza de 1848 transformaba por completo la estructura de poder en un sentido federal inspirado en la carta estadounidense, aunque con menos poderes del Consejo de los Estados o de la cámara alta y una tendencia al unitarismo desde el momento en que la Constitución obliga a los tribunales de justicia a considerar válidas las leyes de la Asamblea Federal y en cambio pueden invalidar las leyes cantonales que excedan las funciones que tienen asignadas (Wheare, 2008, 95-96). En 1853 sucedió algo semejante con la Confederación Argentina, que adoptó una Constitución federal. El último intento relevante por avanzar en esa dirección tuvo lugar en marzo de 1861 con la formación de los Estados Confederados de América, tras la secesión de once estados de la Unión, lo que a continuación daría lugar a la sangrienta guerra civil y a la derrota por las armas de los confederados. 

			En el siglo XX las únicas confederaciones ensayadas, de muy corta existencia, han sido las de Senegambia, de 1982 a 1989, y Serbia y Montenegro, de 2003 a 2006, la primera, en un intento progresivo de integración; la segunda, para salvar la última asociación que quedaba de la República Federal de Yugoslavia; ambas situaciones se resolvieron mediante una rápida disolución. La Unión Europea es un sujeto de derecho internacional de nuevo tipo, no asimilada a una confederación. En cambio, el frustrado «Tratado por el que se establece una Constitución para Europa», de 2004, sin hacer mención alguna del término, instituía una unión en la diversidad —como rezaba su divisa— de características confederales. El Tratado fue rechazado en referéndum en el proceso de ratificación por la población de dos naciones, Francia y los Países Bajos, y fue abandonado por la Unión Europea. La crisis económica iniciada en 2008 puso de manifiesto las debilidades de los acuerdos de integración no sustentados en políticas e instituciones confederativas o federativas, por ejemplo, en la supervisión de la política monetaria, presupuestaria y financiera. 

			El federalismo moderno fue pensado a finales del siglo XVIII, en los albores de la época contemporánea, como una solución práctica a problemas concretos que habían aparecido al implementar el federalismo de tipo antiguo, las alianzas o pactos limitados entre Estados independientes. El federalismo moderno bebía en los idearios armónicos de la Ilustración que cultivaban la fraternidad como una forma de reforzar los lazos universales de la humanidad y de superar el tradicional estado de guerra, pero debía mucho más al naciente liberalismo que buscaba afianzar la libertad y recelaba de la excesiva concentración de poder, pues después de haber dividido este en varios brazos se advertía la tendencia a reconstruir sobre nuevas bases el Estado-Leviatán que conservara el orden interno, protegiera a la nación de las amenazas exteriores y, tal vez, proporcionara la fuerza suficiente para emprender acciones en el exterior. 

			En las arquitecturas constitucionales podemos encontrar tres objetivos causales, no necesariamente excluyentes, que conducen a la federación: 1) En el primero, la federación proporcionaba la fortaleza precisa en la defensa de los intereses comunes ante los desafíos externos, desde la expansión de la república mediante la conquista de nuevos territorios a la amenaza de potencias extranjeras. 2) En el segundo, la federación era un instrumento para resolver las rivalidades periferia-centro, interregionales o étnicas heredadas del anterior estado centralizado de cosas. 3) En tercer lugar, la federación hacía viable una nueva entidad independiente o semiindependiente, en circunstancias de gran extensión y reducido número de habitantes, o al estar integrada por provincias muy dispares entre sí que fueron unidas siguiendo criterios de conveniencia política. Los tiempos verbales que acompañan esta caracterización pueden trasladarse del pretérito imperfecto, condición histórica abierta a la posteridad, al presente del indicativo, si se prefiere, puesto que las uniones federales continúan despertando interés como perspectiva de futuro para Estados y para pueblos sin Estado. 

			La formación de los Estados Unidos, con su doble pacto constitucional de 1781 y 1787, se corresponde con el primer móvil y con los dos supuestos que lo acompañan, la expansión hacia el oeste y la protección ante los británicos que quedaban al norte. El segundo comprende, entre otras, a varias repúblicas iberoamericanas, a la Unión Soviética y también a un número crecido de federalismos irredentos, del español y el italiano al colombiano. En el tercer perfil podemos reconocer las trayectorias de Canadá, Australia y la India, que si bien no cuenta con una declaración federal específica, dispone de una estructura federal efectiva. A propósito de la desintegración del Imperio español, en 1810-1824, se presentaron varias opciones de organización federal dotadas de cierta originalidad que los especialistas externos al área han observado con cierta displicencia como una simple mímesis de la experiencia estadounidense: de la unión libre de antiguas provincias u otro tipo de divisiones administrativas y jurisdiccionales, a una distribución interna del poder en los anteriores virreinatos, o se alcanza un laborioso pacto después de guerras entre las provincias. 

			La fase heroica del federalismo moderno, la construcción política de los Estados federales o su reivindicación a partir de una amplia demanda desde abajo, su extensión al federalismo integral que no se detiene en la unión de entidades territoriales y comprende la unión de organismos sociales, transcurre entre 1776 y 1936, de la formación de los Estados Unidos de América a la constitución de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas en 1922 y a sus tres primeros lustros de existencia azarosa, aun cuando en 1933 se llevó a cabo una regresión centralista implacable, hasta que a finales de los años cincuenta se restituyó cierto grado de autonomía cultural. Algunos de los autores que consideran irrelevante la reducción del federalismo a la conservación de elementos culturales nos recuerdan a menudo en nuestro país la indudable represión por la dictadura franquista de la lengua y las culturas como si hubiera sido este el mayor de sus crímenes, un «genocidio cultural».

			El federalismo no ha sido únicamente una solución técnica a un problema de articulación territorial que atendiera las aspiraciones de los pueblos. En determinadas circunstancias ha respondido a la aspiración del pueblo a gobiernos locales próximos a los gobernados que permitiesen una participación mayor y un control más riguroso del poder sin renunciar a formar parte de una unidad superior capaz de promover con mejores garantías las libertades, la seguridad y el progreso colectivo. La proximidad entre gobernantes y gobernados y el principio de subsidiariedad, que deja la competencia sobre los asuntos a la instancia que pueda atenderlos que sea más cercana al problema y a la población, se encuentran en la base del federalismo cívico que podemos encontrar en el estadounidense Thomas Jefferson, el español Francisco Pi y Margall y el italiano Carlo Cattaneo.

			La fase heroica del federalismo moderno ha sido narrada por sus protagonistas y herederos en tono decididamente épico, con un énfasis que sacrifica el rigor del conocimiento y del relato al esfuerzo por despertar en el público una empatía natural hacia los acontecimientos fundacionales que supuestamente revelaron el carácter peculiar de los pueblos. Era la edificación de una utopía, en el sentido más noble del concepto, que se despojaba del halo irrealizable de los sueños y por voluntad política se convertía en realidad: los padres fundadores y otros parientes bien avenidos acordaban conservar los derechos originarios de las entidades pactantes y daban lugar a un gobierno nuevo que era beneficioso para todos los que quedaban albergados bajo su autoridad. 

			En la edad dorada del federalismo el proyecto federal entusiasmaba a sus defensores, fuera lo que fuese lo que entendían por federalismo. Se ofrecía para asociar repúblicas que juntas nacen a la vida independiente, para integrarlas bajo un gobierno común reduciendo la autonomía de aquellas; se piensa para formar una nación donde hay pluralidad de Estados soberanos y dominios extranjeros, en Italia y Alemania; se sueña en el ideario iberista; se concibe para abatir las estructuras centralistas y opresoras de las libertades individuales y de «los derechos del pueblo», como reclaman diversos federales en Hispanoamérica y los republicanos españoles en el siglo XIX. Con estas últimas palabras, la proclama del 1 de abril de 1871 de la Comuna de París llama a recomponer la unidad francesa sobre la libre asociación pactada de las municipalidades autónomas, lo que algunos después han considerado el nacimiento de la autogestión pero que, de acuerdo con la inspiración que transforma la Guardia Nacional en «federados», se acerca a esta última concepción; los federados se batieron con las armas por la libertad, la autonomía y las reformas sociales, hasta ser capturados y fusilados; un muro del cementerio de Père-Lachaise hoy recuerda ese episodio. 

			El epígono de la secuencia entre épica y romántica del federalismo lo hallamos en un pequeño país de la península ibérica, Cataluña, y en una coyuntura precisa, el 14 de abril de 1931: a la vez que en España se proclamaba la República, desde el balcón del entonces palacio de la Diputación de Barcelona, el líder del partido vencedor en las elecciones municipales verificadas poco antes, Francesc Macià, proclamó «la República Catalana como Estado integrado en la Federación Ibérica». Al mismo tiempo, Macià asumió provisionalmente el gobierno, de acuerdo, decía, «con el presidente de la República Federal Española», cargo este inexistente en un régimen que desde sus inicios declaró su rechazo a la fórmula federal, como siquiera existía en proyecto una Federación Ibérica. No sería la última vez en darse un paso en semejante dirección. Más adelante lo veremos.

			Los tiempos heroicos son siempre otros y se tejen con hilo de oro con posterioridad a los hechos. La posguerra mundial ha conocido la instauración en la República Federal Alemana (1949) de un federalismo en parte inspirado en el estadounidense, en parte —poco— en la tradición del II Reich, y que en parte ha desarrollado una modalidad de nuevo tipo al descansar en un sistema parlamentario en los dos niveles del Estado y al regular los mecanismos de solidaridad horizontal. En Yugoslavia se llevó a cabo una experiencia federal entre 1946 y 1992 cuyo proceso de disolución ha generado las mayores guerras habidas en Europa con posterioridad a 1945. Bélgica se estableció como Estado federal en 1993, sin que haya logrado la estabilidad institucional que permita un juicio imparcial. Y los nuevos Estados federales, por lo común, han correspondido a amplios territorios descolonizados de una gran diversidad étnica. 

			Hoy día, en los países que disponen de una estructura federal, periódicamente el federalismo suscita debates entre funcionarios y políticos de los distintos niveles de gobierno sobre competencias que se consideran invadidas, y se apela a los tribunales que tienen asignadas facultades constitucionales. No son extrañas las controversias sobre el tamaño que ha adquirido la administración central y la reducción del papel que corresponde a las unidades federadas, tal y como sucede con frecuencia en los Estados Unidos. También los responsables de los estados federados polemizan sobre la cuota de transferencias fiscales que en su opinión les corresponde. En Alemania, donde existen mecanismos de compensación verticales —de la federación— y horizontales —interterritoriales— destinados a corregir desequilibrios (Finanzausgleich), los länder más ricos cuestionan los esfuerzos de los de renta más baja por mejorar sus ingresos y ser más eficientes en el gasto, y cuestionan el esfuerzo de la solidaridad a la que fuerza el mandato constitucional y regulan las leyes federales. La última revisión comprende el periodo 2005-2019: cuatro estados transfieren recursos a los doce restantes por valor en 2012 de 8.000 millones de euros, la mitad aportada por el Estado Libre de Baviera, contribuyente neto al sistema desde 1986 pero receptor de fondos compensatorios en los treinta y seis años anteriores (Martínez Egaña, 2013; La Vanguardia, 18 de julio de 2012)7. Las cuestiones competenciales y financieras, casi todas muy técnicas, las segundas bastante relacionadas con los bolsillos de los contribuyentes, consumen buena parte de las inquietudes en países de federalismo bien asentado. 

			Constitucionalistas, especialistas en derecho administrativo, juristas en general y expertos en ciencia política debaten sobre las características, funciones y límites del federalismo. En las universidades se preparan tesis doctorales, se estudian los casos, se establecen comparaciones y se escriben densos ensayos propios de la especialidad. Los expertos en derecho financiero y en hacienda pública tienen también su terreno reservado. En los países donde existe un cuestionamiento constitucional que enfrenta a comunidades (Bélgica) o a aspiraciones nacionales de alguna de las provincias (Canadá), los debates relacionados con el federalismo trascienden el ámbito académico y se encuentran presentes en los medios de comunicación y en la opinión pública. La federalización de Bosnia-Herzegovina y de Irak, forzada por las potencias internacionales, en el segundo caso para resolver la cuestión kurda, han trasladado las controversias a la población. 

			En los países constituidos como federaciones, el federalismo se ha convertido a comienzos del siglo XXI en una herencia a la que los ciudadanos se han habituado y de la que están más o menos satisfechos en la medida en que posibilita una modalidad de autogobierno y ampara la identidad de una comunidad que era, o con el tiempo ha llegado a ser, histórica. A la vez, en esos mismos países, el federalismo se ha convertido en una realidad erosionada por la construcción y evolución del Estado contemporáneo cuyo crecimiento ha descansado en la inmensa mayoría de los casos sobre el crecimiento de la administración central, sea en la creación y prestación de servicios o en el desarrollo de los mecanismos de seguridad y defensa. El aumento del gasto público en el siglo XX ha propiciado también el reforzamiento y la centralización de los sistemas de recaudación impositiva a fin de garantizarlos, y no siempre se ha dotado de instrumentos equitativos de redistribución entre las entidades federadas y el tercer nivel de autonomía, las ciudades. 

			La integración de los países en estructuras supranacionales de todo tipo —militares, económicas y comerciales, políticas, mixtas, como en el caso de la Unión Europea, y, con unos compromisos muy inferiores, en el espacio postsoviético, la Comunidad de Estados Independientes—, la complejidad de las relaciones internacionales en un mundo globalizado en el que las grandes corporaciones económicas mueven capitales y bienes y deciden sobre recursos en un volumen superior al de muchos Estados soberanos, ha reforzado las competencias de los gobiernos centrales y, aun cuando eso no se haya traducido en algunos casos en una reordenación normativa, pocos discuten la dirección centralizada que ha adoptado la gestión de los principales asuntos. Las tendencias pueden ser aceptadas o corregidas, pero ignorarlas no contribuye precisamente a solucionar los problemas.

			UNIÓN EN LA DIVERSIDAD 


			El federalismo ha sido en la época moderna la herramienta predilecta para unir entidades políticas de naturaleza heterogénea. El sustrato que anima el espíritu de la federación moderna es sencillo: la unidad fortalece al conjunto asociado porque se basa en la concertación de las partes, conserva las peculiaridades de origen que identifican a las respectivas sociedades y hace descansar la unión en una distribución del poder entre un gobierno común y el gobierno de cada entidad territorial asociada. Crea así un Estado compuesto formado por la federación y las unidades federadas, posibilita una distribución efectiva de autoridad y en los regímenes democráticos instituye sistemas representativos en los dos niveles del Estado, el federal y el federado. 

			La federación, una vez constituida, descansa en una soberanía única y una misma ciudadanía, reconocida y amparada por la Constitución compartida. El ciudadano, en cambio, ejerce su derecho en dos ámbitos políticos diferentes, para asuntos distintos y delimitados: el general o nacional y el territorial o estatal, protegidos los segundos por estatutos políticos o constituciones específicas concordadas con la Constitución común. En definitiva, el federalismo se caracteriza por tres condiciones: 1) es un sistema de unión que crea un gobierno compartido; 2) es un sistema descentralizado que distribuye las facultades normativas y de gobierno, en el que las materias de gobierno interior, buena parte de ellas, son conservadas por las unidades federadas; y 3) es un sistema que exige la conformidad por consenso o mayoría cualificada de las entidades federadas para la aprobación de determinados asuntos y, en particular, de los relacionados con los territorios, competencia de la cámara o senado federal. 

			Por entidad política, nos propone la Real Academia de la Lengua, debemos entender toda colectividad corporativa tomada como persona jurídica. La definición no puede decirse que ayude mucho a la comprensión inequívoca del concepto, pero su lógica nos conduce a establecer que cada entidad asociada —unidad, provincia o estado— precisa con carácter previo al hecho de la unión, o cuando menos con carácter simultáneo, reconocimiento de una doble cualidad: la existencia como colectividad diferenciada y su consideración de sujeto jurídico. Se une jurídicamente lo que con carácter previo posee personalidad jurídica. 

			En los términos a los que nos referimos, no se federan ciudadanos o pueblos, sino Estados, en sociedades con regímenes representativos facultados por sus ciudadanos para llevar a cabo la unión. La facultad emanada de los ciudadanos, fuente de legitimación, explica que en la mayoría de los casos históricos en lo que se ha acordado una transformación en sentido federal de Estados unitarios y centralizados, la transición entrañe cierta complejidad. Formalmente, la población de los territorios llamados a federarse recupera en unos casos o recibe en otros, por un breve momento, la plenitud de la soberanía para que la ceda sin solución de continuidad al Estado federal, en el entendimiento de que se producirá una distribución de poderes y de funciones. En la práctica, cuando la transformación de un Estado unitario en otro federal ha sido llevada a cabo, el proceso ha contado a su favor con una amplia corriente federativa que conjugaba el riesgo centrífugo (México en 1824, 1846 y 1857), por lo general ha exigido el compromiso implícito de continuidad de las unidades llamadas a federarse garantizado por la voluntad unitaria del gobierno general con reserva de autoridad sobre las Fuerzas Armadas (la intensificación federalista en la India a partir de 1991) y a menudo la federalización ha sido el resultado de pactos políticos explícitos (Bélgica, 1970-1993), porque, de hecho, el acuerdo de transformación hace del traslado temporal de soberanía un acto simbólico, un ejercicio de autodeterminación en una única dirección prefigurada por los actores políticos. 

			Hemos indicado que a lo largo de la historia las tendencias federales han sido alimentadas fundamentalmente por tres factores: la tradición autónoma de cada ente asociado, la disparidad étnico-cultural de la población que se encuentra concentrada en determinados territorios y, por último, la amplitud geográfica del país, lo que suele encerrar una gran diversidad humana, cultural y de intereses y, además, dificulta una administración unitaria y distante. Aproximadamente, en 2013 cuatro de cada diez habitantes del mundo residían en uno de los cerca de treinta Estados federales que existen y que se extienden por el 55 por 100 de la superficie del planeta. Siete de los ocho países con mayor superficie y siete de los once de mayor población son federaciones. Pero ni una cuestión ni la otra ha resultado determinante en el nacimiento de esta organización institucional, pues en su origen, alguna de estas grandes federaciones carecía de los habitantes o de la extensión que luego ha alcanzado a tener, como sucede con los Estados Unidos de América.

			Los federalismos son diversos. Una de las principales características que comparten es la «deshomogeneidad» de unos respecto de los otros e internamente; otra es su origen histórico (Blanco Valdés, 2012, 43). En nuestro planteamiento, las variables se invierten en importancia y es la historia la que perfila el rostro variable del federalismo, por tomar prestada la expresión de Blanco Valdés, autor de un muy estimable ensayo sobre federalismo comparado desde la perspectiva constitucionalista.

			Con la excepción de Rusia, todas las federaciones enormes, de unos dos a diecisiete millones de kilómetros cuadrados —Canadá, Estados Unidos, Brasil, Australia, India, Pakistán, Nigeria, Sudán, Argentina, México—, tienen en común un pasado colonial, del que unos países comenzaron a emanciparse hace doscientos cuarenta años mientras que otros obtuvieron su independencia de las potencias europeas apenas hace poco más de medio siglo. En la mayor parte de estos casos, los territorios administrados por la antigua potencia comprendían regiones muy amplias, de población originaria dispar y colonización europea en fases sucesivas y diferenciadas que daban a cada una un sello peculiar. A menudo esos territorios fueron dotados de gobierno e instituciones por separado (las Trece Colonias, las provincias de la Norteamérica británica —actual Canadá— anteriores a 1867, las seis provincias australianas federadas en 1901, etc.) y en los países de tradición ibérica dispusieron de administraciones territorializadas (audiencias, intendencias, capitanías, más tarde, por breve tiempo, diputaciones provinciales). 

			La federación permitió conservar unidas las antiguas colonias que juntas habían accedido a la independencia (Estados Unidos). En otras ocasiones, la federación dotó por vez primera de unidad política a territorios antes fragmentados —Argentina, Canadá, Australia, India y Pakistán (el antiguo Raj británico que comprendía el Indostán y Birmania). La nueva unidad poscolonial podía ser tan artificial como Nigeria, donde la pretensión secesionista de Biafra en 1967 se saldó con una guerra civil que se cobró la vida de uno de cada ocho habitantes del estado poblado mayoritariamente por la etnia ibo.

			En la misma secuencia histórica encontramos en el otro extremo —en fecha reciente, por tamaño— federaciones insulares que reúnen territorios muy pequeños, como el de las antillanas Saint Kitts and Nevis, con 261 km2 y 40.000 habitantes, y las islas Comoras, archipiélago del océano Índico formado por tres islas y 2.235 km2, federación instituida en 2001 para poner fin a veinticinco años de inestabilidad y tensiones secesionistas posteriores a la independencia de Francia. Con frecuencia, estas microfederaciones se encuentran tuteladas por la antigua potencia colonial, como sucede con los Estados Unidos respecto a los Estados Federados de Micronesia, las antiguas Islas Carolinas de soberanía española: 607 islas y 702 km2 de territorio compensados por dos millones de kilómetros cuadrados de área económica marina para algo más de 110.000 habitantes. 

			Por regla general, el federalismo ha unido con carácter voluntario entidades políticas. Las federaciones impuestas, como la creada en 1995 por la comunidad internacional en Bosnia y Herzegovina, o la Federación de las Indias Occidentales, promovida en 1958 por los británicos durante el proceso de descolonización del Caribe y disuelta cuatro años más tarde, constituyen excepciones. La estructura territorial de la India y Pakistán fue fruto de laboriosas negociaciones en 1947 con el trasfondo de la partición del Dominio británico en dos Estados y sus respectivas independencias: en lugar de la consulta a la población de los territorios, se negoció con los principales partidos nacionales y se dejó en manos de los 565 maharajás la adhesión de sus estados principescos a una u otra nación, llegándose a la anexión forzada de los renuentes, para después reconocerlos como estados federados o integrarlos en provincias que por agregación darían lugar a alguno de los veintiocho estados actuales de la India. 

			Las federaciones sostenidas a todo trance mediante el empleo de la fuerza ante la pretensión de una o varias de las entidades federadas de separarse, apelando a la reversión del pacto originario, encuentran su punto culminante en la cruenta Guerra Civil de los Estados Unidos de 1861-1865, y su reedición en la no menos dramática disolución de la República Federativa de Yugoslavia de 1991-1999. En el primer caso, se sostuvo que los estados eran libres para entrar en la federación pero el pacto de unión creaba una soberanía única e irreversible, constituyente de la nación. Las reacciones centralistas basadas en la fuerza en sustitución de federaciones establecidas han dado origen, asimismo, a conflictos armados y a secesiones en respuesta a la centralización, como sucedió en México con la República de Texas en 1836.

			La formulación filosófica de Kant del ideal integrador del federalismo que debía favorecer la fraternidad y restar motivos a los conflictos entre naciones, la paz perpetua, fue recuperada en 1948 por el Movimiento Europeo. 

			La historia del federalismo es la historia de una diversidad de experiencias federales. Según las perspectivas de las disciplinas que los estudian, las tradiciones culturales de los observadores y el momento en el que se lleva a cabo el análisis, no exento de cariz ideológico, se han reconocido y tipificado federaciones que cumplían con lo que se esperaba de ellas y otras que son meramente nominales.

			El federalismo, después de unir y conservar, ha adoptado en no pocas ocasiones un sentido opuesto al sistema descentralizado que lo inspira: mediante el gobierno federal, ha ido despojando gradualmente a las entidades federadas de parte de sus facultades y las ha centralizado o ha creado procedimientos de subordinación, en la época moderna, por medio de instrumentos fiscales y presupuestarios. La historia del federalismo es, en ese sentido y para algunos autores, la historia de un proceso de unión frente a la amenaza de dispersión y un proceso continuado de centralización de iure o de facto. La federación permitió conservar la antigua Confederación Helvética a partir de 1848, amenazada por las discordias civiles y religiosas. La federación creó los actuales países de Canadá, Australia y la India al reunir provincias bajo mandato británico. La federación, como antes durante el Imperio, una amplia descentralización de hecho, posibilitó que se mantuviera la unidad de Brasil frente a las fuertes tendencias centrífugas de las antiguas capitanías portuguesas. La unión federal de repúblicas socialistas transformó el Imperio zarista en un Estado organizado sobre un reconocimiento de bases étnicas que duró lo que el régimen político nacido de la revolución de 1917. La federación no ha resuelto las tensiones entre flamencos y valones del Reino de Bélgica pero ha contribuido a prorrogar la convivencia. 

			En ocasiones, la federación ha sido fuente de prosperidad y de estabilidad interna, cuyos ejemplos más claros son los Estados Unidos de América, la Confederación Helvética y la República Federal de Alemania. En otras circunstancias, los actores políticos se mostraron incapaces de fraguar una unión duradera o de lograr el equilibrio indispensable para su funcionamiento, como sucedió en la República Federal de Centro América (1824-1839), la República Federal de Yugoslavia (1945-1992) y Checoslovaquia (1969-1992), estas dos últimas formadas después de haberse ensayado formas unitarias de gobierno y disueltas después de periodos más o menos largos, para dar lugar a nuevos Estados independientes. Se cuentan, por último, experiencias federativas como la española de 1873-1874, dirigida a transformar un sistema centralizado, y reemplazada por una nueva centralización. Y hay federaciones cuyo establecimiento consumió sucesivas guerras civiles. 

			El debate de la organización interna de los Estados sobre el principio federal o el principio unitario y centralizado figura en los siglos XIX y XX en todos los continentes y en numerosos países, sea en los procesos de edificación del Estado-nación y en sus sucesivas revisiones, en la articulación de territorios disímiles o en los procesos poscoloniales. Los dos adversarios naturales del federalismo son aquellos que están acostumbrados a las certezas simples del gobierno unitario, afirmaba Wheare, y los defensores de un estado soberano independiente. Y añadía su particular recomendación:

			Normalmente, instaurar un gobierno federal ha resultado difícil. Las fuerzas del separatismo y del individualismo que hacen necesario el federalismo hacen prácticamente imposible formar un superestado. Y si una federación ha comenzado a existir con dificultades, solo continuará existiendo con dificultades [...]. El éxito depende de una paciencia enorme y de una capacidad enorme de compromiso (Wheare, 2008, 64-65).

			La federación y el federalismo, por último, mas no en importancia, son algo más que modalidades de organización territorial del Estado y una concepción democrática descentralizada. En el siglo XIX los pensadores sociales vieron en la federación un principio asociativo que posibilitaba la autonomía de los cooperantes y la fortaleza de la unión. Concebido y practicado como sistema, traducía en acuerdos normativos el pacto social roussoniano y ofrecía el embrión de una futura organización social democrática, igualitaria y antiautoritaria. 

			
				
					1 El Pacto de Soberanía Asociada transformaría la condición de territorio dependiente en una suerte de confederación entre «iguales», los Estados Unidos y Puerto Rico (Caminal, 2002, 124-125). Es en ese sentido en el que el Estado Libre Asociado vinculado por tal pacto fue relacionado de manera informal, a raíz de unas declaraciones de sus promotores, con la «Propuesta de Estatuto Político de la Comunidad de Euskadi» (2003-2005), conocida popularmente como «Plan Ibarretxe» por el nombre del presidente del gobierno autónomo vasco que lo impulsó. Todo ello prescinde de una circunstancia: el Pacto de Soberanía Asociada forma parte del programa del Partido Independentista Puertorriqueño, cuyo respaldo electoral en la actualidad es inferior al 3 por 100.

				

				
					2 Julio Anguita fue secretario general del PCE de 1988 a 1998 y coordinador general de la coalición Izquierda Unida de 1989 a 2000.

				

				
					3 http://www.izquierda-unida.es/tagadelic/chunk/7. Consultada el 10 de diciembre de 2013.

				

				
					4 José Luis Rodríguez Zapatero fue secretario general del PSOE de 2000 a 2012 y presidente del gobierno de España de 2004 a 2011.

				

				
					5 Lluís Companys fue dirigente del Partit Republicà Català (1917-1931), participó en 1931 en la fundación de Esquerra Republicana de Catalunya y ese año fue diputado en las Cortes Constituyentes españolas; en 1933 fue ministro de Marina, y presidente de la Generalitat de 1933 a 1934 (destituido) y de 1936 a 1939. Exiliado en Francia y detenido por la Gestapo, fue entregado al gobierno de Franco, fue sometido a torturas y fusilado en 1940. 

				

				
					6 Convergencia i Unió (CiU) es una federación política catalanista formada por dos partidos, Convergencia Democràtica de Catalunya, de filiación liberal, funda en 1978 y mayoritaria en la federación, y Unió Democràtica de Catalunya, histórica formación democristiana; ha goberando la Generatitat catalana de 1980 a 2003 y a partir de 2011. El Partido Nacionalista Vasco (PNV), originariamente un partido independentista, creado en 1895, se contó entre los fundadores de la Internacional Democristiana; partidario de la autodeterminación de Euskal Herria, comprende corrientes defensoras de la independencia, autonomistas y foralistas; ha gobernado la autonomía vasca desde 1980 con la única excepción de tres años. Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) se fundó en 1931 por la unión de tres grupos catalanistas, uno con aspiraciones a la independencia y dos federalistas; a partir de 1989 comenzó a orientarse hacia el independentismo; ha formado parte del gobierno autónomo catalán entre 2003 y 2010. Amaiur es una coalición política de izquierda de ámbito vasco favorable a la independencia, heredera en parte de grupos que apoyaron a ETA. 

				

				
					7 En marzo de 2013 el sistema ha sido recurrido ante el Tribunal Constitucional, como lo fue el anterior en los años noventa, que dio lugar a una sentencia de 1999.
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